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Finalmente, el Título V, que comprende el artículo sexto, procede a la modificación 
de la disposición final séptima de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Según ésta, el 2 de octubre de 
2018, entrarán en vigor las previsiones de la citada Ley relativas al registro electrónico 
de apoderamientos, registro electrónico, registro de empleados públicos habilitados, 
punto de acceso general electrónico de la administración y archivo único electrónico. 

La Ley 39/2015, de 1 de octubre, y la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, suponen un cambio fundamental para las Administraciones 
Públicas en España, ya que establecen que la relación electrónica es la vía principal de 
tramitación de los procedimientos administrativos, lo que debe conducir a una 
administración sin papeles, transparente y más ágil y accesible para los ciudadanos y 
las empresas. La exigencia de una adaptación paulatina a este nuevo paradigma 
administrativo fue prevista por el legislador al determinar en la disposición final séptima 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, un calendario específico de entrada en vigor de las 
novedades antes relacionadas y que son especialmente trascendentes. 

Sin embargo, la vacatio legis plasmada en dicha disposición final séptima se ha 
revelado insuficiente en la práctica para contar de forma simultánea con las condiciones 
que son presupuesto necesario para el cumplimiento de los ambiciosos objetivos 
perseguidos por ambas leyes. 

La adaptación de los procedimientos administrativos y el diseño de procesos de 
gestión óptimos, exige que los desarrollos tecnológicos y jurídicos cuenten con el grado 
de madurez necesaria para dar satisfacción a este nuevo estadio de desarrollo de la 
actividad de las Administraciones Públicas. 

Así, el desarrollo reglamentario que precisa el funcionamiento de algunos aspectos 
técnicos y procedimentales tales como las notificaciones, el registro de apoderamientos, 
los funcionarios habilitados o algunas cuestiones sobre los registros generales y 
archivos, debe adaptarse a lo señalado en la reciente Sentencia del Tribunal 
Constitucional 55/2018, de 24 de mayo. En particular, se requiere acordar entre las 
Administraciones públicas competentes las opciones que permitan una verdadera 
interoperabilidad respetuosa con sus respectivos ámbitos de competencias. Este 



acuerdo será el marco para el diseño de los sistemas tecnológicos que han de dar 
soporte a los aspectos funcionales interoperables, que en el plazo actual de entrada en 
vigor no estarán adaptados a estas exigencias. 

En definitiva, la imposibilidad técnico-organizativa de concluir en los plazos 
inicialmente previstos los procesos de adaptación a la nueva realidad, obliga a 
ampliarlos en este real decreto-ley. Con ello, se trata de implantar estos instrumentos 
básicos del funcionamiento de las Administraciones conforme a los principios de eficacia 
administrativa y garantía de los derechos de los ciudadanos y de los operadores 
jurídicos y económicos en la tramitación de los procedimientos administrativos, que 
precisamente son los principios que persigue la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

Por todas las razones anteriores, se juzga urgente y necesario ampliar en dos años 
el plazo inicial de entrada en vigor de las previsiones de la disposición final séptima de 
la Ley 39/2015 en lo relativo al registro electrónico de apoderamientos, el registro 
electrónico, el registro de empleados públicos habilitados, el punto de acceso general 
electrónico de la Administración y el archivo electrónico, para garantizar que los 
operadores jurídicos, los ciudadanos y las Administraciones Públicas puedan ejercer 
plenamente sus derechos con plena seguridad jurídica y beneficiarse de las ventajas 
que el nuevo escenario está comenzando a proporcionarles. 

Esta ampliación del plazo permitirá de forma coordinada completar todos los 
aspectos jurídicos, organizativos, procedimentales y técnicos que compatibilicen la 
garantía plena del ejercicio de los derechos y la validez jurídica de los procedimientos, 
junto con el respeto del marco de distribución de competencias que consagra la reciente 
Sentencia del Tribunal Constitucional 55/2018, de 24 de mayo, antes citada. 

Por consiguiente, concurren las circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad 
que exige el artículo 86 de la Constitución Española como presupuesto habilitante para 
recurrir a este tipo de norma. 

Este real decreto-ley es coherente con los principios de buena regulación 
establecidos en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas. De lo expuesto en los párrafos 
anteriores se pone de manifiesto el cumplimiento de los principios de necesidad y 
eficacia. El real decreto-ley es acorde al principio de proporcionalidad, al contener la 
regulación imprescindible para la consecución de los objetivos previamente 
mencionados, e igualmente se ajusta al principio de seguridad jurídica. En cuanto al 
principio de transparencia, no se ha realizado el trámite de consulta pública, ni el 
trámite de audiencia e información públicas tal y como excepción el artículo 26.11 de la 
Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno. Por último, con respecto al principio de 
eficiencia, si bien supone un aumento de las cargas administrativas, éstas son 
imprescindibles y en ningún caso innecesarias. 

Por todo ello, por su finalidad y por el contexto de exigencia temporal en el que se 
dicta, concurren en el presente real decreto-ley las circunstancias de extraordinaria y 
urgente necesidad requeridas en el artículo 86 de la Constitución. 

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta de la Vicepresidenta del Gobierno y Ministra de la 
Presidencia, Relaciones con las Cortes e Igualdad, del Ministro del Interior, de la 
Ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social, de la Ministra de Política Territorial 
y Función Pública, de la Ministra de Economía y Empresa y del Ministro de Ciencia, 
Innovación y Universidades, y previa deliberación del Consejo de Ministros, en su 
reunión del día 31 de agosto de 2018, 

 
 
 
 
 



TÍTULO V 

Modificación de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas 

Artículo sexto. Modificación de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas. 

Se modifica la disposición final séptima de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, que queda 
redactada en los siguientes términos: 

«Disposición final séptima. Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor al año de su 
publicación en el “Boletín Oficial del Estado”. 

No obstante, las previsiones relativas al registro 
electrónico de apoderamientos, registro electrónico, 
registro de empleados públicos habilitados, punto de 
acceso general electrónico de la Administración y 
archivo único electrónico producirán efectos a partir 
del día 2 de octubre de 2020.» 

Disposición final quinta. Entrada en vigor. 

El presente real decreto-ley entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado». 

Dado en Madrid, el 31 de agosto de 2018. 

FELIPE R. 

La Presidenta del Gobierno en funciones, 
CARMEN CALVO POYATO 

 


